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PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE

L E Y
ARTÍCULO 1º: Créanse en los Departamentos Judiciales que se indican a continuación, los cargos de Ayudante de la Defensa Penal, que para cada caso se consignan:

Departamento Judicial Azul: 
Departamento Judicial Bahía Blanca: 
Departamento Judicial Dolores: 
Departamento Judicial Junín: 
Departamento Judicial La Plata: 
Departamento Judicial Mar del Plata: 
Departamento Judicial Mercedes: 
Departamento Judicial San Nicolás: 
Departamento Judicial Trenque Lauquen: 
Departamento Judicial Zárate Campana: 

ARTÍCULO 2º: Quienes se desempeñen en los cargos de Ayudante de la Defensa Penal creados por la presente deberán fijar residencia permanente en los partidos que determine el Defensor General de la Provincia, atendiendo a índices poblacionales y de criminalidad.

Los Defensores o Defensoras Departamentales podrán imponer a los Ayudantes de la Defensa Penal, distintos destinos a los originariamente asignados, en forma temporaria, con fundamento en razones estacionales o transitorias de excepción. Asimismo, podrán disponer que aquellos actúen en cualquier localidad del Departamento Judicial, con independencia del lugar de la sede asignada. Los Ayudantes de la Defensa Penal no podrán cumplir sus funciones habituales en las 
ciudades cabeceras Departamentales o sedes descentralizadas de los Departamentos Judiciales.
 
ARTÍCULO 3º: Requisitos. Son requisitos para ser ayudante de de la defensa penal: poseer título de abogado y haber aprobado el Curso de Capacitación que dicte a tal efecto el Defensor General de la Provincia. 
Titularidad en el cargo: Los Ayudantes Defensores serán designados provisionalmente hasta tanto los mismos tengan estabilidad. Este derecho se adquiere automáticamente al año contado desde la toma de posesión del cargo.
Durante dicho período el Defensor o Defensora Departamental que corresponda, hará un seguimiento de la labor realizada y evaluará el desempeño, elevando un informe trimestral a la Defensoría General de la Provincia de Buenos Aires. Asimismo podrá, con intervención de este organismo, desafectarlo fundadamente de las funciones asignadas, proponiendo un nuevo destino o nuevas tareas dentro del mismo departamento judicial, reasignando aquellas a otro funcionario.

ARTÍCULO 4º: Los Ayudantes de la Defensa Penal tendrán las siguientes funciones y atribuciones, sin perjuicio de las que pueda reglamentar, en base a la ley Nº 14.442, el Defensor Departamental del que dependa, en cada distrito:

a) Asesorar y asistir a las personas imputadas de delitos y contravenciones en el marco de un procedimiento que se labre por ante la Ayudantía Fiscal del distrito en el caso de delitos o por el Juzgado de Paz respectivo en el caso de faltas y contravenciones, siempre que no se designe en autos defensor de confianza;

b) Interponer en resguardo de los intereses procesales del imputado que no haya designado defensor de confianza, toda acción, recurso o petición que corresponda durante la sustanciación del proceso en la jurisdicción;

c) Controlar la vigencia de las garantías procesales y los derechos humanos en dependencias policiales o de alojamiento de detenidos de la jurisdicción y en todo procedimiento policial o penal de la jurisdicción para garantizar la vigencia del derecho de defensa, el acceso a la justicia y el respeto por los derechos humanos;

d) Desplegar toda acción institucional propia de la defensa pública en la jurisdicción, aplicando las políticas de defensa que diseñe el Defensor Departamental, para la amplia vigencia de los principios constitucionales en el distrito en el que se desempeña;

e) Informar periódicamente sobre la gestión local que realice al Defensor Departamental, sugiriendo acciones a desplegar para la ampliación del servicio, según necesidades locales;
f) Interactuar con la comunidad, instituciones gubernamentales y de la sociedad civil, favoreciendo convenios y redes de actuación, previa autorización del Defensor Departamental, con el fin de ampliar los servicios de la defensa a la comunidad, realizar capacitación en derechos ciudadanos y difundir el sistema de derechos.

 
ARTICULO 5º: La Defensoría General de la Provincia de Buenos Aires podrá celebrar con los Municipios donde se radicarán las sedes de las Ayudantías de la Defensa Penal, convenios que contemplen el aporte de los mismos, en la provisión de espacios físicos, para el establecimiento y funcionamiento de las oficinas respectivas.
 
ARTICULO 6º: Cada Ayudante de la Defensa Penal contará con la colaboración de un letrado auxiliar, quien también deberá residir en el Partido en que se fije la sede de la dependencia.

ARTICULO 7: Autorizase al Poder Ejecutivo, previa intervención del Ministerio de Economía, a incorporar treinta y cinco (35) cargos, Nivel 19,25 y treinta y cinco (35) cargos, Nivel 18, Planta Permanente del Poder Judicial, Ministerio Público, con destino exclusivo a las Oficinas mencionadas en la presente Ley.
 
ARTICULO 8: La Procuración General de la Suprema Corte de Justicia y/o la Defensoría General de la Provincia de Buenos Aires podrá asignar las funciones y atribuciones contempladas en el articulo 3º a los funcionarios judiciales que se desempeñan en la actualidad como Funcionarios o Instructores Judiciales que reúnan los requisitos establecidos en la primera parte del artículo 9º y que por su experiencia en investigación penal, sean considerados aptos para ejercer aquellas.
 
ARTICULO 9: Autorizase al Poder Ejecutivo a efectuar las adecuaciones presupuestarias que resultaren menester a efectos del cumplimiento de la presente Ley.
 
ARTICULO 10: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
FUNDAMENTOS
Mediante la presente propuesta, se pretende equiparar los esfuerzos que el Estado realiza en ambas caras del Ministerio Público.  Mediante ley 13.274, se creó la figura del “Ayudante Fiscal” para atender necesidades existentes en diferentes departamentos judiciales, surgidas a partir del aumento de las tasas delictivas.
Esta legislatura, entendió necesario dotar de autonomía funcional al Ministerio Público de la Defensa, dando cuenta de los compromisos internacionales asumidos por el Estado Argentino.

En esta oportunidad pretendemos dotar al Servicio de Defensa Pública de los adecuados recursos para poder afrontar satisfactoriamente su tarea, asegurando los principios del Debido Proceso que consagra el art. 18 de la Constitución Nacional.

La propuesta, realiza un  “espejo”, con la ley 13.274.  Entendemos que las razones que dieron origen a esta, fundamenta al mismo tiempo las necesidades de la defensa pública.  

Los Ayudantes Defensores, en la propuesta, deberán residir en el lugar de designación, aunque también podrán cumplir funciones en diferentes localidades, que por razones estacionales, sea conveniente una transitorio esfuerzo extra.
Esta necesidad de creación, han sido reclamadas por operadores del sistema que han observado con preocupación, el desborde que en circunstancias está sometida la defensa pública.  

Estas son, en líneas generales,  las razones del presente proyecto, y por ello solicitamos el acompañamiento del cuerpo.
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